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DERECHO A LA SALUD / PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS DE SALUD / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. [L]o que protesta la EPS es que el demandante no ha realizado las gestiones tendientes a la autorización y entrega de los elementos descritos. Pero, tal posición va en contravía de lo que reflejan los documentos aportados con el libelo, que revelan que el interesado sí radicó las solicitudes, a tal punto que varios de ellos, que son los que justamente reclama por esta vía, quedaron pendientes de ser entregados (f. 7 a 10, c. 1), lo que deja sin piso la excusa planteada y, en cambio sí, pone al descubierto la responsabilidad que le atañe en el caso concreto. Valga anotar que durante el traslado, la EPS accionada guardó silencio; solo ahora, en la impugnación, saca a relucir argumentos que, como se señala, son contrarios a la realidad que ofrece la prueba. En cuanto corresponde al tratamiento integral dispuesto en primera instancia, se mantendrá, con la aclaración de que el mismo se reduce a las afecciones de que da cuenta la historia clínica y se denuncian en el libelo, esto es “hipertensión arterial esencial, diabetes tipo 2, insulinorequiriente”, porque es notorio el retraso de la demandada para suministrar los insumos reclamados, en detrimento del derecho a la salud del señor Yorlady Benjumea Ríos. No puede despojarse a la EPS de su obligación con el argumento de que puede tratarse de situaciones que escapen al ámbito de su gestión, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida. 
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Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por Cafesalud EPS-S, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el pasado 13 de junio, en esta acción de tutela que la Personería Municipal de ese mismo municipio, en representación del señor Yorlady Benjumea Ríos,  promovió en contra de aquella y de la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.




ANTECEDENTES

  



El Personero Delegado en Derecho de Petición, Medio Ambiente y Servicios Públicos del Municipio de Dosquebradas, en representación de Yorlady Benjumea Ríos, reclamó la protección de los derechos fundamentales “a la SALUD, SEGURIDAD SOCIAL, CALIDAD DE VIDA e INTEGRIDAD PERSONAL”, de los que este es titular y que estimó vulnerados por las entidades contra las que accionó. 

  



Se expuso, en resumen, que el señor Yorlady Benjumea, padece de hipertensión esencial, cardiomiopatía isquémica y diabetes tipo 2 insulinorequiriente, y en virtud de ello, el médico tratante le ordenó “CARVEDILOL TAB X 6.25 MG, EN UNA CANTIDAD DE 60, TIRAS REACTIVAS DE GLUCOSA GLUCOQUICK, EN UNA CANTIDAD DE 50, METFORMINA CLORHIDRATO X 850 MG EN UNA CANTIDAD DE 60, JERINGA P/INSULINA 1 ML-30G X 1/3 (0.30 X 8 MM) EN UNA CANTIDAD DE 30, INSULINA GLARGINE SOL INY X 100 UI/ML VIAL X 10 ML EN UNA CANTIDAD DE 1, LANCETA PARA GLUCOMETRIA PRESTIGE EN UNA CANTIDAD DE 100, OMEPRAZO CAP X 20 MG EN UNA CANTIDAD DE 30” -sic-, pero no ha sido posible que la entidad promotora de salud lo autorice y suministre.

  



Solicitó, por tanto, el amparo de los derechos reclamados y que se le ordenara a CAFESALUD EPS-S disponer lo pertinente; además, que le preste una atención integral.





 


 
El Juzgado le dio impulso a la acción, y corrió traslado por el término de 2 días. Se pronunció la Secretaria de Salud Departamental, que indicó que la obligación demandada está en cabeza de la EPS-S afiliadora acorde con las reglas que gobiernan el Sistema de Salud.


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, luego de aludir a la importancia del derecho a la salud, al delicado estado de salud de la accionante, su avanzada edad y su incapacidad económica para afrontar por cuenta propia el costo de lo ordenado por el médico tratante, halló configurada la vulneración alegada y la necesidad de disponer un tratamiento integral. Por consiguiente, le ordenó a la EPS-S CAFESALUD, que en el término de 48 horas autorizara y suministrara los insumos y medicamentos solicitados y concedió dicho tratamiento, a la vez que absolvió a la entidad territorial, por no encontrar de su parte evidencia alguna de vulneración de los derechos al actor.

  



Impugnó la entidad promotora de salud, por cuanto estima que la integralidad ordenada deviene exagerada y no se han negado servicios al paciente, como que en el aplicativo ningún ingreso de solicitud se halla, así que debe requerírsele para que allegue las respectivas órdenes; reclamó la revocatoria del tratamiento integral ordenado y  pidió que se adicione el fallo para ordenar el recobro frente a la Secretaría de Salud Departamental.
  



CONSIDERACIONES

  



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



La Personería Municipal de Dosquebradas, en representación de Yorlady Benjumea Ríos, ante petición de Gloria Edilia Benjumea Ríos, invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por CAFESALUD EPS-S y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, como quiera que no se le autorizan los insumos “CARVEDILOL TAB X 6.25 MG, EN UNA CANTIDAD DE 60, TIRAS REACTIVAS DE GLUCOSA GLUCOQUICK, EN UN A CANTIDAD DE 50, METFORMINA CLORHIDRATO X 850 MG EN UNA CANTIDAD DE 60, JERINGA P/INSULINA 1 ML-30G X 1/3 (0.30 X 8 MM) EN UNA CANTIDAD DE 30, INSULINA GLARGINE SOL INY X 100 UI/ML VIAL X 10 ML EN UNA CANTIDAD DE 1, LANCETA PARA GLUCOMETRIA PRESTIGE EN UNA CANTIDAD DE 100, OMEPRAZO CAP X 20 MG EN UNA CANTIDAD DE 30” -sic-, que fuera ordenado por el médico tratante.
   



Sea lo primero decir que se halla justificada la asistencia de la Defensoría Pública en favor del accionante, de acuerdo con la información que, previo equerimiento de la Sala, se allegó en esta sede, que explica las razones por las cuales se le dificulta asumir su propia defensa (f. 8, 9 y 10, c. 2).

    



De otro lado, se anticipa que en virtud del contenido de la Resolución Número 2426 de 2017 de la Superintendencia Nacional de Salud, por medio de la cual se resuelve sobre la solicitud de aprobación del plan de reorganización presentado por Cafesalud EPS SA y MEDIMAS EPS SAS, esta última que empezó funciones del 01 de agosto de 2017, y como hecho sobreviviente a la promoción de la demanda, e incluso de la sentencia de primer grado, deberá asumir el cumplimiento del fallo, como lo tiene entendido la última entidad mencionada, que en su página virtual
 dispuso un ABC para el usuario, en el cual aclara, entre otras muchas situaciones, lo siguiente: 

24. Si tengo una autorización vigente ordenada por tutela con Cafesalud, ¿tiene vigencia con Medimás? Aquellas autorizaciones por tutelas vigentes no prestadas se entregarán en una base de datos a Medimás EPS, quien será la encargada de la prestación de dicho servicio. En caso de no ser contactado por Medimás, diríjase a su IPS primaria para recibir orientación sobre su caso.

25. Tengo un fallo de tutela a mi favor en donde Cafesalud debe autorizar o entregar un medicamento y/o procedimiento. ¿Éste fallo me servirá con Medimás EPS o debo poner otra tutela? Medimás EPS asumirá los fallos de tutela que los usuarios de Cafesalud tengan a su favor. La EPS lo contactará durante el mes de agosto para realizar la programación o entrega de su medicamento y/o procedimiento. En caso de no ser contactado, diríjase a su IPS primaria para recibir orientación sobre su caso.
  



En ese sentido se adicionará la decisión. 

  



Ahora bien, ninguna discusión hay en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la Corte Constitucional
 y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°). 

  



El Juzgado, se dijo, accedió al amparo deprecado, y ordenó la EPS CAFESALUD la autorización y entrega de lo solicitado, además de la prestación del tratamiento integral relacionado con la patología denunciada en el libelo.

   



Con esas órdenes se identifica la Sala, como quiera que está involucrada una persona que, de acuerdo con lo que enseña la foliatura, debe recibir un tratamiento especial, tanto por su condición económica, que se desprende de su afiliación al régimen subsidiado, como por su adversa situación de salud y avanzada edad, todo en aras de salvaguardar sus derechos, que admiten protección por esta vía, para permitirle sobrellevar una vida en condiciones un tanto más dignas.
 



En realidad, lo que protesta la EPS es que el demandante no ha realizado las gestiones tendientes a la autorización y entrega de los elementos descritos. Pero, tal posición va en contravía de lo que reflejan los documentos aportados con el libelo, que revelan que el interesado sí radicó las solicitudes, a tal punto que varios de ellos, que son los que justamente reclama por esta vía, quedaron pendientes de ser entregados (f. 7 a 10, c. 1), lo que deja sin piso la excusa planteada y, en cambio sí, pone al descubierto la responsabilidad que le atañe en el caso concreto. Valga anotar que durante el traslado, la EPS accionada guardó silencio; solo ahora, en la impugnación, saca a relucir argumentos que, como se señala, son contrarios a la realidad que ofrece la prueba. 
  



En cuanto corresponde al tratamiento integral dispuesto en primera instancia, se mantendrá, con la aclaración de que el mismo se reduce a las afecciones de que da cuenta la historia clínica y se denuncian en el libelo, esto es “hipertensión arterial esencial, diabetes tipo 2, insulinorequiriente”, porque es notorio el retraso de la demandada para suministrar los insumos reclamados, en detrimento del derecho a la salud del señor Yorlady Benjumea Ríos. No puede despojarse a la EPS de su obligación con el argumento de que puede tratarse de situaciones que escapen al ámbito de su gestión, porque dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud, se ha depurado que hay una obligación directa de las empresas afiliadoras de darle continuidad a los tratamientos que ya se han iniciado, con el fin de no constreñir a los usuarios a iniciar un nuevo trámite ante otras entidades que lo conformen, pues ello debilita, en forma considerable, el derecho en ciernes, que se relaciona directamente con el derecho a la vida. 
 



La misma Ley 1751, viene estructurada sobre el concepto de integralidad, que incluye promoción, prevención, paliación, atención de enfermedades y rehabilitación de sus secuelas (art. 15), e incluso dejó de lado, salvo algunas exclusiones ajenas al caso de ahora, distinciones en la atención debida a los usuarios dentro de algún plan obligatorio de salud. 
Sobre ese principio, del que la jurisprudencia habla de tiempo atrás
, y la necesidad de disponer el tratamiento integral, recientemente se recordó
: 

Principio de integralidad predicable del derecho a la salud. Casos en los que procede la orden de tratamiento integral

6.1. Con relación al principio de integralidad en materia de salud, esta Corporación ha estudiado el tema bajo dos perspectivas, la primera, relativa al concepto mismo de salud y sus dimensiones y, la segunda, a la totalidad de las prestaciones pretendidas o requeridas para el tratamiento y mejoría de las condiciones de salud y de la calidad de vida de las personas afectadas por diversas dolencias o enfermedades
.
Así las cosas, esta segunda perspectiva del principio de integralidad constituye una obligación para el Estado y para las entidades encargadas de brindar el servicio de salud pues les obliga a prestarlo de manera eficiente, lo cual incluye la autorización total de los tratamientos, medicamentos, intervenciones, terapias, procedimientos, exámenes, controles, seguimientos y demás que el paciente requiera y que sean considerados como necesarios por su médico tratante.

Luego, es posible solicitar por medio de la acción de tutela el tratamiento integral, debido a que con ello se pretende garantizar la atención en conjunto de las prestaciones relacionadas con las afecciones de los pacientes, que han sido previamente determinadas por su médico tratante. Cuando la atención integral es solicitada mediante una acción de tutela el juez constitucional debe tener en cuenta que esta procede en la medida en que concurran los siguientes supuestos:

(i) la descripción clara de una determinada patología o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (ii) por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable.

6.2. Con todo, se torna preciso aclarar que este Tribunal ha identificado una serie de casos en los que se hace necesario otorgar una atención integral al paciente, independientemente de que el conjunto de prestaciones pretendidas se encuentren dentro de la cobertura del PBS-, cuales son aquellos en los que están involucrados sujetos de especial protección constitucional, vale decir, los que guardan relación con, entre otros, menores de edad, adultos mayores, desplazados, personas con discapacidad física, o que padezcan de enfermedades catastróficas. 

Finalmente, debe destacarse que la protección deprecada ha ampliado su cobertura, en tanto que en la actualidad también se ha reconocido la existencia de otros casos excepcionales en los cuales cuando las personas exhiben condiciones de salud extremamente precarias e indignas, le es permitido al juez de tutela otorgar el reconocimiento de las prestaciones requeridas para garantizar su atención integral, con el fin de superar las situaciones límites que los agobian
.

En efecto, en el artículo 10º de la Ley 1751 de 2015, Estatutaria de Salud, se definen los derechos y deberes de las personas, relacionados con la prestación del servicio de salud. Específicamente, su literal q establece que las personas tienen el derecho  a “agotar las posibilidades de tratamiento para la superación de su enfermedad”. Al respecto, en el control previo de constitucionalidad al proyecto de ley estatutaria
, esta Corporación reiteró que la efectividad del servicio, tecnología, suministro etc., depende del paciente y su entorno; encontrando exequible, la inclusión del principio de integralidad (artículo 8º) en la referida ley estatutaria, al resultar importante para la realización efectiva del derecho al servicio a la salud, consagrado en los artículos 2 y 49 de la Carta.

  



De manera que la orden impartida en primera instancia  se ajusta a estos lineamientos, con la precisión ya anunciada.

 



Ahora, en cuanto toca con la réplica por la falta de una orden de recobro, hay que decir que el fundamento para no disponer nada sobre el mismo, deviene de que no corresponde al juez constitucional dilucidar lo atinente a tal concepto, como quiera que su labor está encaminada al análisis de la vulneración de derechos fundamentales, nunca a definir cuestiones interadministrativas o de orden económico entre entidades del SGSSS. Por ello, es válido abstenerse de proferir decisiones en ese sentido, como lo ha delineado la Corte Constitucional; así, por ejemplo, en la sentencia T-760 de 2008 llamó la atención acerca de lo inviable de condicionar el reconocimiento al derecho de recobro por los costos que las entidades tuvieren que asumir por servicios no POS, a que la orden estuviera consignada en la parte resolutiva de los fallos de tutela. En otra ocasión, en la sentencia T-727 de 2011, dijo la misma alta Corporación:
“Por último, en relación con la orden de recobro… sostiene la Sala, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del presente fallo, que la entidad demandada, Salud Total EPS, tiene la posibilidad de repetir contra el Fondo de Solidaridad y Garantía del sistema general de seguridad social en salud, si hubiere lugar, por el valor de los gastos en los que incurra por el suministro de servicios médicos excluidos del POS, en los términos de la ley 1438 de 2011, es decir por el 100% de los costos de los servicios excluido del POS.

  De acuerdo con lo anterior y teniendo en cuenta lo expresado por esta Corporación en la sentencia T-760 de 2008, no le es dable al Fosyga negar el recobro que las EPS presenten, en los eventos en que estas tengan que asumir procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS, por el simple hecho de no estar reconocido de manera expresa en la parte resolutiva del correspondiente fallo de tutela, es decir, basta, para que proceda dicho recobro, con que se constate que la EPS no se encuentra en la obligación legal ni reglamentaria de asumir su costo o valor, de acuerdo con lo que el plan de beneficios de que se trate establezca para el efecto
.

  Así las cosas, la Sala se abstendrá de autorizar de manera expresa, a Salud Total EPS, para que recobre …el valor de los procedimientos, tratamientos, medicamentos que no se encuentran dentro del POS que requiera el paciente y, para el efecto, será suficiente que se establezca que no está obligada ni legal ni reglamentariamente a asumirlos…”.

Basta, pues, con que el servicio esté por fuera del plan obligatorio de salud y que lo deba asumir la entidad prestadora del servicio, para que pueda recobrar su costo frente a quien corresponda; por ello, es inane que el juez de tutela lo declare así expresamente. 

 

En conclusión, se prohijará el fallo objeto de revisión, con la aclaración y la adición anunciadas, la última de las cuales consistirá en que la obligación debe ser asumida por Medimás EPS.  

 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, el 13 de junio de 2017, en esta acción de tutela que la Personería Municipal de ese mismo municipio, en representación del señor Yorlady Benjumea Ríos,  promovió en contra de Cafesalud EPS-S. 
   



Se ACLARA en el sentido de que el tratamiento integral debe dispensarse frente a las afecciones de “hipertensión arterial esencial, diabetes tipo 2, insulinorequiriente” que fueron denunciadas en el libelo.

   



Se ADICIONA para disponer que las obligaciones impuestas en primera instancia, se trasladan, desde el 1° de agosto del presente año, a Medimás EPS. Por tanto, de esta decisión se enterará al representante legal de la entidad en esta ciudad, o en su defecto, a quien la ejerza a nivel nacional. 
   



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

  



A su regreso, archívese el expediente. 
   



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO       

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                           DUBERNEY GRISALES HERRERA
�   https://www.medimas.com.co/afiliados/abc-del-usuario


�  Sentencias T-016 y T-760 de 2007


� Sentencia T-053/09


� Sentencia T-178 de 2017


� Al respecto, Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Corte Constitucional, Sentencia T-531 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto).


� Ver por ejemplo, las Sentencias T-016 de 2007 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-574 de 2010 (MP Juan Carlos Henao Pérez).


� Sentencia C-313 de 2014.


� Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
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